
 
TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 

SALA CIVIL 
 
Medellín, dieciséis (16) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
RADICADO: 05129 31 03 001 2016 00212 05 
MAGISTRADO: JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS. 
 
Proceso.  Divisorio. 
Demandante: YUBER ALIRIO LÓPEZ VANEGAS y otros. 
Demandado: INVERSIONES POLUX RUÍZ HENAO S.A.S.. 
Extracto:  No acepta recusación.  
 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Se emite pronunciamiento respecto a la recusación que presenta la 

parte demandante, previas: 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

En el presente asunto el actor recusa al magistrado que aquí se 

pronuncia, donde para el efecto alude a la causal dispuesta en el 

numeral 8º del artículo 141 del C. G. del P., la cual expresa: 

 

“8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente 
o pariente en primer grado de consanguinidad o civil, denuncia 
penal o disciplinaria contra una de las partes o su representante o 
apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como parte 
civil o víctima en el respectivo proceso penal.”.  

 

Tal solicitud fue argumentada por el recusante, así:  
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“1. Su despacho como Magistrado ponente mediante auto 23 de 
fecha 28 de febrero pasado, ordenó compulsar copias a la 
Comisión de Disciplina Judicial en contra del suscrito y con 
fundamento en las actuaciones realizadas por el suscrito como 
apoderado en el proceso.  
“2. El artículo 141-8 prescribe como causal de recusación, el haber 
formulado el juez, denuncia penal o disciplinaria en contra de las 
partes o sus representantes.  
“3. Significa que el señor Magistrado con la respectiva providencia, 
se encuentra de forma evidente dentro de la causal de recusación 
señalada en el norma.”. 

 

En este momento, valga recordar lo que se indicó en el auto del 28 de 

febrero anterior, en relación a lo que es fundamento de la recusación:  

 

“En virtud de lo anterior, se niega la nulidad propuesta; sin 
embargo, de la conducta procesal de la parte actora, que en esta 
segunda instancia ha formulado diferentes solicitudes, todas ellas 
improcedentes, lo que podría adecuarse a lo previsto en el artículo 
33.8 de la ley 1123 de 20074 , pero como ello no nos corresponde 
juzgarlo, se compulsará copias de la integridad del cuaderno 
tramitado ante el Tribunal a la autoridad disciplinaria 
correspondiente para lo de su cargo.”. subrayados adrede.  

 

Como se ve, en tal providencia no se imputó inequívocamente una 

conducta determinada, sino, se planteó la posibilidad de ello, cuestión 

que definirán las autoridades pertinentes.  

 

Sobre la compulsa de copias, la Sala Civil de la Corte Suprema de 

Justicia, siguiendo su línea jurisprudencial,  ha indicado:  

 

“Al efecto, basta recordar que en CSJ STC15895-2016, la Sala expresó: 
 
“La orden de expedir copias de algunas piezas procesales, dada por los ahora 
quejosos con el propósito de que se investigue disciplinariamente al abogado 
(…), no constituye mérito suficiente para apartarlos del conocimiento del 
aludido decurso.  
 
“Lo antelado, habida cuenta que lo decidido por los árbitros querellantes tiene 
asidero en las potestades “de ordenación y correccionales” conferidas a los 
jueces en los cánones 42 a 44 del Código General del Proceso, aplicables a 
los Tribunales de Arbitramento en virtud de la facultad temporal de administrar 
justicia a ellos otorgada. 
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“No refulge con claridad la manera en la cual se puede ver afectado el criterio 
e imparcialidad de los tutelantes con la simple remisión de la actuación a fin 
de que la autoridad competente determine si con el proceder del señalado 
profesional del derecho se quebrantaron normas disciplinarias.  
 
“Nótese, la conducta de los árbitros difiere, drásticamente, de la interposición 
de una queja o denuncia, pues en éstas últimas, la persona que las formula 
está endilgando directamente la comisión de una actuación reprochable, 
penal o disciplinariamente, mientras que los ahora quejosos buscaban que 
las autoridades respectivas discernieran si el señalado profesional del 
derecho incurrió en una actitud censurable legalmente. 
 
“Este Colegiado, en vigencia del Código de Procedimiento Civil, en 
numerosos pronunciamientos expresó respecto de la causal N° 8 del artículo 
150 del Código de Procedimiento Civil, que la recusación no operaba por el 
hecho de ordenar la reproducción del expediente y enviar esas pruebas al 
encargado de adelantar la investigación penal, ya fuera de las partes, los 
intervinientes o sus abogados.  
 
“Ahora, si bien es cierto, con la entrada en vigor del Código General del 
Proceso, en el numeral 8 del canon 141, se incluyó en la aludida causal las 
quejas disciplinarias, no lo es menos, la conclusión al respecto no varía, pues 
independiente de la jurisdicción receptora de los duplicados, es importante 
entender que la disposición del juez o árbitro en tal sentido, no lo deja incurso 
en impedimento alguno para continuar con el trámite pertinente, por cuanto, 
no dimana un compromiso de su rectitud o de su independencia para tramitar 
el recurso»  
 
“En otro caso, también concluyó que: 
 
“El apoderado…recusó al Juez accionado Doce Civil Municipal de esta 
ciudad, invocando la causal consagrada en el numeral 8º del artículo 150 del 
C. P. C., toda vez que había ordenado la expedición de varios juegos de 
copias «ante la Fiscalía General de la Nación en [su] contra como apoderado 
de la Sociedad Inveco S.A., parte procesal – tercera reconocida- sindicándole 
en forma concreta varios punibles, entre ellos fraude procesal (…)”. 
 
“En providencia de 23 de septiembre de 2013, el funcionario querellado, niega 
el anterior pedimento aduciendo, que si bien «ante la posible comisión de 
hechos susceptibles de investigación disciplinaria y penal…[dispuso] 
compulsar copias ante la Fiscalía General de la Nación y ante la Sala 
Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, para que se investigue 
el actuar del Dr. Israel Antonio Gómez Buitrago y demás personas que 
puedan estar involucradas en las posibles conductas que puedan constituirse 
como lesivas a bienes jurídicos tutelados», lo cierto, es que tales hechos no 
pueden considerarse como una «denuncia penal», dado a que son dos 
situaciones diferentes”  
 
“Mediante auto de 21 de noviembre de 2013, el Juzgado Veinticuatro Civil del 
Circuito, denegó la recusación formulada contra el juez municipal de esta 
ciudad. 
 
“Bajo esa perspectiva, emerge diáfana la inviabilidad de la protección 
reclamada, en la medida en que, como ya se advirtió, no están demostradas 
las ostensibles circunstancias estructurantes del yerro judicial que pudiera 
abrir las puertas del éxito a la tutela”.  
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“En efecto, la “causal de recusación” que invocó la entidad querellante fue 
puntualmente analizada por el juzgador de primer grado encartado, llegando 
a la conclusión que no había lugar a ello, toda vez que, se itera, la 
«compulsación de copias y la denuncia penal» son dos estadios diferentes, 
la primera va encaminada a que se «investigue y compruebe la comisión de 
un posible hecho punible», mientras que la segunda, está enfilada a que una 
vez presentada por la víctima «permiten el ejercicio del tercero denunciante 
para hacer efectivos los daños y perjuicios» (citada en CSJ STC2029-2014).” 
Cursivas y citas dentro del texto, Sentencia STC9257-2019, rad. 76111-22-
13-000-2019-00075-01. 15 de julio de 2019. 

 

Como se ve, el compulsar copias, en este caso disciplinarias, 

materializa el ejercicio de la dirección procesal, que en sí mismo no 

implica que el correspondiente funcionario haya de separarse del 

conocimiento del proceso, por lo que NO SE ACEPTA la recusación en 

estudio, pues los hechos que sirven de fundamento no se estructuran 

para el suscrito; es decir, no se advierte situación que atente contra la 

independencia e imparcialidad, propios de la administración de 

justicia1.  

 

En consecuencia, en los términos de los incisos 3° y 4º del artículo 143 

del C. G. del P., se ordenará la remisión del expediente al magistrado 

que sigue en turno, doctor SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 

para lo de su cargo.  

 
1 Sobre el punto la doctrina ha indicado: “La jurisprudencia de esta Corporación ha sido 

reiterativa en señalar que la independencia e imparcialidad son atributos de los 

funcionarios judiciales, que están orientados a salvaguardar los principios esenciales de la 

administración pública. La imparcialidad judicial es un principio constitucional 

fundamental determinante en el ejercicio de la administración de justicia. Es parte de la 

órbita de protección del derecho al debido proceso y el derecho a la defensa. Encuentra su 

fundamento en tres disposiciones constitucionales a saber: (i) art. 29, CP, que plantea la 

necesidad de que los ciudadanos sean juzgados con base en las leyes preexistentes al acto 

que se le imputa, por un juez o tribunal competente y con observancia de las formas propias 

de cada juicio; (ii) art. 228, CP, que establece la independencia de las decisiones de la 

administración de justicia, y ordena la publicidad de las actuaciones de quienes las ejercen; 

y (iii) art. 230, CP, que en aras de erradicar las actuaciones judiciales arbitrarias, somete 

las decisiones de los jueces al imperio de ley, e identifica en la equidad, la jurisprudencia, 

los principios generales del derecho y la doctrina, los únicos criterios auxiliares de la 

actividad judicial. A la luz de estas normas, la Corte Constitucional ha destacado el 

régimen de impedimentos y recusaciones como un mecanismo jurídico idóneo para 

garantizar el principio de imparcialidad del funcionario judicial y para hacer efectivo el 

principio de igualdad de trato jurídico consagrado en el artículo 13 de la Constitución 

Política a favor de todos los ciudadanos.”. Corte Constitucional, sentencia T 305 de 2017. 
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Finalmente, lo previsto en el artículo 147 ibidem, será del resorte del 

funcionario que resuelva la recusación formulada, y mientras tanto, 

téngase como suspendido del proceso en los términos del inciso 1º del 

artículo 145 del mismo ordenamiento. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín;  

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: Téngase como suspendido el proceso mientras se 

resuelve la recusación aquí aludida, y hasta que se 

decrete su reanudación conforme lo contemplado en el 

artículo 163 del C. G. del P..  

 

SEGUNDO: NO ACEPTAR la recusación que formula la parte 

ejecutante para conocer del proceso en referencia. 

 

SEGUNDO: Remitir el asunto al magistrado SERGIO RAÚL 

CARDOSO GONZÁLEZ para lo de su competencia.  

 

Notifíquese, 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 

 


